Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 15 y 14 minutos) 


En virtud de que la Comisión debe recibir en el día de hoy al Directorio del Instituto Nacional 
de Colonización y, además, considerar dos proyectos de ley que tiene a estudio, la Presidencia 
propone que mientras no llegan los invitados -si no hay inconveniente de parte de los señores 
Senadores- se traten y aprueben dicha iniciativas enviadas por el Poder Ejecutivo e informadas por el 
señor Ministro. 


(Apoyados) 


Corresponde considerar, en primer lugar, la Carpeta N* 1333/2008, Distribuido N* 2824/2008, 
sobre la conservación, el uso y el manejo de suelos y aguas. 


Léase el artículo 1”. 
(Se lee:) 


“ARTÍCULO 1*.- Sustitúyase el artículo 2% del Decreto-Ley N* 15.239, de 23 de diciembre de 
1981; por el siguiente: 


“Artículo 2*.- Todas las personas tienen la obligación de colaborar con el Estado en la 
conservación, uso y manejo adecuado de los suelos y de las aguas. 


Los titulares de explotaciones agropecuarias, cualquiera sea su vinculación jurídica de los 
mismos con el inmueble que les sirve de asiento, o tenedores de tierras a cualquier título, quedan 
obligados a aplicar las técnicas que señale el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, para evitar 
la erosión y degradación del suelo o lograr su recuperación y asegurar la conservación de las aguas 
pluviales. 


De constatarse el incumplimiento en la aplicación de las técnicas aludidas en el inciso anterior, 
erosión o degradación del suelo, esa Secretaría de Estado a través de la División Servicios Jurídicos, 
aplicará las sanciones establecidas en la normativa vigente, y en todos los casos será solidariamente 


” 


responsable el propietario del predio”. 
En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

4 en 4. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Léase el artículo 2”. 

(Se lee:) 


“ARTÍCULO 2*.- La División Servicios Jurídicos del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca en el 
ejercicio de sus potestades sancionatorias desconcentradas, cuando se trate de incumplimiento a las 
normas que regulan el uso y manejo de los suelos y de las aguas, podrá aplicar las siguientes 
sanciones: 


A) Multa que será fijada entre 10 U.R. (unidades reajustables) y 10.000 U.R. 
(unidades reajustables). 


En caso que la misma sea aplicada contra un propietario de inmuebles que no lo estuviere explotando 
en forma directa, a los efectos de la graduación de la multa se tendrá en cuenta la conducta de éste en 
relación al control que hubiere efectuado en cuanto al manejo de los suelos y aguas. 


B) Suspensión por hasta un año de habilitaciones, permisos o autorizaciones 
para la actividad respectiva.” 


En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
4 en 5. Afirmativa. 
Léase el artículo 3*. 
(Se lee:) 


“ARTÍCULO 3*.- En los contratos que se otorguen a partir de la vigencia de la presente ley 
por el cual una de las partes se obliga a conceder a otra el uso y el goce de un predio rural con destino 
a cualquier explotación agropecuaria, las partes podrán establecer una cláusula en la cual se estipule 
que se depositará una suma de dinero en el Banco de la República Oriental del Uruguay, la cual servirá 
de garantía a efectos de cubrir una eventual multa por el mal manejo del uso de suelos y aguas a que 
se alude en el artículo 2” literal 'A' de la presente ley. 


El Poder Ejecutivo reglamentará las disposiciones del presente artículo.” 
En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

4 en 5. Afirmativa. 

Léase el artículo 4. 

(Se lee:) 


“ARTÍCULO 4.- Quedan derogadas todas las normas que tácita o expresamente 
contravengan la presente ley.” 


En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 


4 en 5. Afirmativa. 


Ha quedado aprobado en Comisión este proyecto de ley y debemos designar un miembro 
informante. 


SEÑOR CID.- Propongo que el señor Presidente informe la iniciativa ante el Plenario. 
SEÑOR PRESIDENTE.- De acuerdo, señor Senador. 


A continuación, la Comisión pasa a considerar el proyecto de ley relativo al Sistema Nacional 
de Acreditación de Veterinarios de libre ejercicio (sector pesquero). (Carp. N* 1435/2009 - Dist. 
N* 3050/2009) 


Léase el artículo 1*. 
(Se lee:) 


“Artículo 1%.- Cométese a la Dirección Nacional de Recursos Acuáticos (DINARA) del 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, la creación del Sistema Nacional de Acreditación de 
Veterinarios de libre ejercicio dentro del sector pesquero, como apoyo para el desempeño y ejecución 
de actividades profesionales y técnicas que sus servicios requieran, conforme a los procedimientos, 
condiciones y requisitos que establece la presente ley.” 


En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
4 en 5. Afirmativa. 
SEÑOR LAPAZ.- Quisiera hacer una consulta relativa a los Veterinarios. 


Si no me equivoco, fuera de la reunión habíamos hablado acerca de la posibilidad de que los 
Veterinarios pudieran exponer sobre el tema y manifestar su conformidad con respecto a este proyecto 
de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que por lo menos oficialmente no habíamos quedado en eso. 


De todas formas, hay una iniciativa exactamente igual a este proyecto de ley que está vigente 
en la industria de la carne. Faltaba una normativa relativa a la pesca, que se entendió necesario 
aprobar a partir de las inspecciones que el año pasado vinieron de parte de la Comunidad y de las 
dificultades que teníamos. En general, esto está vigente; inclusive, se ha logrado un muy buen 
proyecto de ley que es exactamente igual. Se pueden leer las versiones taquigráficas de las reuniones 
del año pasado a las que concurrieron la Asociación Nacional de Veterinarios, la Federación Rural y 
algunos gremios, en las que se expresa que estuvieron conformes con la iniciativa anterior que tenía 
que ver con carnes rojas. 


SEÑOR LAPAZ..- De ser así, solicito que se rectifique la votación del artículo 1*. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se rectifica la votación. 


(Se vota:) 


5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar nuevamente el artículo 1*. 
(Se vota:) 

5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Léase el artículo 2. 

(Se lee:) 


“Artículo 2*.- El Sistema Nacional de Acreditación de Veterinarios de libre ejercicio, tendrá los 
siguientes cometidos: 


a) Llevar Registros de Veterinarios acreditados dentro del sector pesquero, de aquellos 
que cumplen con los requisitos exigidos para su acreditación. 


b) Estimular en materia higiénico-sanitaria el esfuerzo conjunto del sector privado y el 
sector público, a través de la Dirección Nacional de Recursos Acuáticos (DINARA). 


Cc) Instrumentar un sistema de registro, especialización y capacitación de profesionales 
veterinarios de libre ejercicio, con el objetivo de garantizar y mejorar la calidad de las actividades 
higiénico-sanitarias y facilitar el control de las mismas. 


d) Realizar un relevamiento permanente de las altas exigencias de los mercados 
internacionales en relación con el estatus higiénico-sanitario, a efectos del cumplimiento de los 
cometidos asignados en el literal anterior”. 


En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Léase el artículo 3". 
(Se lee:) 


“Artículo 3*.- Los interesados en acceder al Sistema Nacional de Acreditación que se crea en 
la presente ley, deberán cumplir con los siguientes requisitos: 


a) Poseer título de Profesional Veterinario o equivalente expedido o reconocido por la 
Universidad de la República y constancia anual de ejercicio de la profesión expedida por la Caja 
de Jubilaciones y Pensiones de Profesionales Universitarios. 


b) Cumplir con las actividades de capacitación técnico-profesional, en caso de que la 
Autoridad Competente (AC) lo requiera. 


c) Cumplir con los procedimientos de evaluación requeridos para la acreditación”. 


En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Léase el artículo 4”. 
(Se lee:) 


“Artículo 4*.- En cumplimiento de las normas higiénico-sanitarias legales y reglamentarias, el 
Profesional Veterinario acreditado tendrá las siguientes obligaciones: 


a) Cumplir con los plazos, requisitos y procedimientos determinados por la Autoridad 
Competente, en el desarrollo de las actividades higiénico-sanitarias que supone la acreditación. 


b) Inspeccionar los productos de la pesca personalmente y de acuerdo a las exigencias 
impuestas por las normas higiénico-sanitarias. 


Cc) Aplicar las medidas higiénico-sanitarias adecuadas para prevenir la propagación de 
enfermedades, de acuerdo a las normas higiénico-sanitarias y manuales correspondientes. 


d) Conocer las normas y procedimientos de los requerimientos higiénico-sanitarios de la 
Autoridad Competente (AC) y los países a los cuales se destina la producción. 


e) Extender las certificaciones requeridas por la Dirección Nacional de Recursos Acuáticos 
(DINARA) en forma correcta y verificar que todos los datos se ajustan a la realidad”. 


En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Léase el artículo 5*. 
(Se lee:) 


“Artículo 5%.- La Dirección Nacional de Recursos Acuáticos (DINARA) dispondrá la suspensión 
de sus registros en los casos de pérdida superviniente o incumplimiento de las condiciones o requisitos 
exigidos para el mantenimiento en los registros, de los profesionales referidos en el Artículo. 1* de la 
presente ley. 


Las conductas previstas precedentemente y las infracciones de naturaleza grave y cuya 
comisión sea susceptible de irrogar daño a la salud humana o al medio ambiente, podrán ser 
sancionadas con suspensión de hasta por 10 (diez) años de los registros específicos, sin perjuicio de la 
responsabilidad penal que pueda corresponder”. 


-En consideración. 


SEÑOR LAPAZ.- Quisiera saber quién determinará la “suspensión de hasta por diez años” y cuál será 
el grado de cero a diez años. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Lo determinarán en conjunto la DINARA y la Comisión Asesora Especial del 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca. 


SEÑOR LAPAZ.- ¿Se hará alguna reglamentación al respecto? 
SEÑOR ASTORI.- Hay que reglamentar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por supuesto que será reglamentado. De todas formas, cabe recordar que ya 
hay un antecedente reglamentado en la ley que reguló el ejercicio de los Veterinarios en la industria de 
la carne vacuna y ovina. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Léase el artículo 6*. 
(Se lee:) 


“Artículo 6.- Los profesionales registrados en el Sistema Nacional de Acreditación no podrán 
realizar actividades vinculadas a las funciones asignadas, en empresas de las que sean titulares, 
copropietarios, asociados o administradores, o mantengan con sus titulares una relación de parentesco 
dentro del cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad. 


Los funcionarios de la Dirección Nacional de Recursos Acuáticos (DINARA) no podrán 
acreditarse”. 


En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Léase el artículo 7”. 
(Se lee:) 


“Artículo 7*.- “El Poder Ejecutivo reglamentará la presente ley en un plazo máximo de 
sesenta días contados a partir de su promulgación” 


En consideración. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 
5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD, 


Ha quedado aprobado el proyecto de ley. La semana próxima ingresará esta iniciativa al 
Senado. 


(Ingresan a Sala los representantes del Instituto Nacional de Colonización) 


La Comisión de Ganadería, Agricultura y Pesca del Senado tiene el agrado de recibir al 
Presidente y Vicepresidente del Instituto Nacional de Colonización a los efectos de escuchar su opinión 
sobre un planteo que habían efectuado los señores Senadores respecto de la Colonia Agraciada y la 
venta de un campo a la empresa Río Tinto. 


SEÑOR GAGGERO.- Para nosotros este es un tema muy claro y ello consta en toda la documentación 
que el Instituto remitió al Ministerio y demás lugares. A partir del año 2007 se presenta una empresa 
interesada en comprar una fracción de campo del Instituto, que más que una fracción de 82 hectáreas 
es un puerto. Quiero señalar que había urgencia en la tramitación de ese expediente porque ninguna 
empresa que se vaya a localizar puede conseguir los permisos de la Dirección Nacional de Medio 
Ambiente y otros si no tiene la propiedad de un predio. En ese sentido, el Instituto evaluó la posibilidad 
de vender esa fracción de 82 hectáreas, no sólo porque su índice CONEAT es muy bajo sino porque, 
además, se venían arrastrando problemas desde hacía muchos años con el colono -porque por las 
aptitudes agrológicas y productivas, esa tierra, que está compuesta por dunas, es de muy baja 
capacidad productiva- quien hizo un planteo para forestarla. Entonces, teniendo en cuenta esas 
condiciones, el Instituto consultó con los órganos públicos y Ministerios correspondientes y todos 
unánimemente estuvieron de acuerdo en apoyar esa inversión que, realmente, tenía urgencia en 
efectuarse. ¡Y vaya que la urgencia hubiera estado determinando el éxito de ese emprendimiento si lo 
hubiéramos podido terminar antes! Pero como dimos todos los pasos legales de acuerdo con la 
autorización que tiene el Instituto y cualquier organismo público de actuar a través de la ley y del 
TOCAF -que le da la posibilidad de vender directamente por razones de fuerza mayor, de urgencia o de 
que primen determinadas condiciones- el Instituto y los Ministerios de Economía y Finanzas y de 
Transporte y Obras Públicas, a través de sus reparticiones especializadas, hicieron un peregrinaje 
desde febrero de 2007 hasta mayo de 2008. Es así que el Ministerio de Economía y Finanzas, después 
de solicitar la información a la Dirección General de Catastro sobre el valor de esa tierra -que fija en 
US$ 2.000 la hectárea- y luego de solicitar los informes técnicos, certifica la venta como un negocio 
posible de hacer a US$ 16.300 la hectárea. Por tanto, vendimos esa fracción y la escrituramos 
inmediatamente después de dar todos los pasos, porque había urgencia en estudiar el proyecto. Y si 
todo hubiera sido más rápido, tal vez la crisis no hubiera tomado la inversión inicial de cincuenta 
millones, más ciento cincuenta millones por el establecimiento de un puerto 14 kilómetros arriba de 
Nueva Palmira, lo cual duplicaría la capacidad de transporte de la mina brasileña de Corumbá, en el 
norte de Brasil, a través de la Hidrovía; de ahí la importancia. Entonces, si hubiéramos podido realizar 
esta operación en forma más rápida, seguramente la inversión hubiera comenzado antes, y quizás hoy 
tendríamos la posibilidad de una logística de tremenda importancia en la Hidrovía y en las costas 
uruguayas. 


Competíamos también con las posibilidades que la zona argentina sobre el Paraná le daba a 
esta misma empresa para establecer su base logística; ese era, realmente, uno de los motivos de 
preocupación. 


Por lo tanto, desde el punto de vista legal, como lo demuestra perfectamente el expediente, 
hemos cumplido absolutamente con la venta de un puerto, apoyando un interés nacional y no 
privilegiando el precio de la tierra. Pero aun así, ese precio ha significado el más alto por el que se ha 
vendido una hectárea en el Uruguay hasta este momento; después de pasar una evolución muy 
favorable en cuanto al precio, ninguna tierra en el país ha llegado a ese valor. 


La cuestión que plantea el señor Senador Lapaz tiene que ver con el motivo de por qué el 
Instituto vendió esas tierras en forma directa y no tomando las palabras del ex Director del Instituto, el 


ingeniero Pardiñas, en esta misma Comisión hace ya más de un año, que dijo que la tierra podía valer 
US$ 20.000 o US$ 25.000, pero el Instituto privilegió la inversión del puerto. Y el ingeniero Pardiñas no 
le dio el valor de US$ 20.000 o US$ 25.000, sino que expresó que podría llegar a valer eso en alguna 
circunstancia especial, que nunca fue evaluada por nosotros porque nuestros servicios técnicos nos 
hablaban de la décima parte de esos valores. 


En cuanto a la duda que plantea el señor Senador Lapaz con respecto a si luego hubo un 
negocio inmobiliario, no tenemos conocimiento de ello. Nosotros vendimos las tierras -las 
desafectamos de acuerdo con las normas que la Ley N* 11.029 prevé- las escrituramos y las 
cobramos. Entonces, con el resultado de esa escritura -no tiene nada que ver, pero marca un aspecto 
de buen manejo- adquirimos 321 hectáreas, Índice CONEAT 160, en San José, complementando la 
Colonia Carriquiry, ya que nos faltaba comprar esa cantidad. En consecuencia, el propietario nos 
vendió esas tierras y pasamos de 82 hectáreas de Índice CONEAT 5, a 321 hectáreas dentro de la 
Colonia -ya las tenemos en propiedad- para dedicarlas a la lechería. Es así que concretamos lo que 
dijimos cuando concurrimos en diciembre de 2008 a esta Comisión, en el sentido de que íbamos a 
comprar unas tierras que eran equivalentes a 5 hectáreas de las que vendimos en Colonia Agraciada. 


Esta sería la explicación que tengo para dar. Creo que está perfectamente claro que el Poder 
Ejecutivo y el Instituto Nacional de Colonización cumplieron a cabalidad con la ley. Dicho sea de paso, 
recibimos una observación del Tribunal de Cuentas, que es la siguiente. Hay tres condicionantes que 
justifican la venta directa sin efectuar licitación pública; precisamente, utilizamos una de ellas, pero 
fuimos observados por no haber fundamentado la opción que tomamos. Por lo demás, para nosotros el 
tema está terminado. Hemos constatado que esa fracción no fue vendida a nadie; lo que hay es una 
información de prensa que dice que Río Tinto Logística S.A. venderá a una empresa brasileña los 
activos por US$ 1.600:000.000. Ante eso, el Instituto Nacional de Colonización, consciente de la 
pregunta formulada por el señor Senador Lapaz, averiguó en los registros y constató que no ha habido 
ninguna traslación de dominio. Quiere decir que el puerto sigue en pie, y las ventas que según un 
comunicado de prensa se realizaron, no se han concretado en los hechos. 


Por lo tanto, esta es solo una información que trascendió en la prensa, y si hubiera habido 
algún cambio de titularidad, el Instituto lo sabría porque lo averiguó. 


Esto es todo cuanto teníamos que explicar sobre el tema, y quedamos a las órdenes para 
responder cualquier pregunta que los señores Senadores deseen formular. 


SEÑOR LAPAZ.- Agradecemos la deferencia que ha tenido el Instituto Nacional de Colonización de 
concurrir al seno de esta Comisión para poder charlar sobre este tema. 


Tal como decía el Presidente del Instituto Nacional de Colonización, hubo una resolución del 
Tribunal de Cuentas, que en su considerando 2 expresa: “que en el caso, si bien el Ministerio de 
Economía y Finanzas (Resultando 5) considera que la venta se encuentra comprendida en el Artículo 
33 Numeral 3 Literal 1) del TOCAF, la causal de excepción invocada no se encuentra fundamentada, no 
especificando la Administración al amparo de cuál de las hipótesis establecidas por la norma de 
excepción invocada se realiza la contratación de referencia (Resultando 6);”. 


De las expresiones del señor Gaggero se desprende que la venta realizada a la empresa Río 
Tinto Logística S.A. se efectuó sin solicitar ninguna garantía ni determinar ninguna potestad para el 
Instituto Nacional de Colonización en caso de que no se concrete la realización del proyecto o de que 
Río Tinto venda el predio a la empresa Vale. No está registrado, pero -reitero- de las palabras del 
Presidente del Instituto Nacional de Colonización se desprende que no se solicitaron garantías para 
que el proyecto se lleve a cabo y que simplemente se trató de la venta del predio a un mejor precio del 
estimado teniendo en cuenta el Índice CONEAT. Debo aclarar que discrepo con lo de “mejor precio”, 
pues se podría haber considerado -como decía el Presidente al principio- que más que un predio, se 
estaba vendiendo prácticamente un puerto, teniendo en cuenta que el cauce del Río Uruguay se 
aproxima mucho a la costa de nuestro país en ese sector; entonces, tal vez se podría haber logrado un 
mejor precio aún. 


Como ya mencioné, en cuanto a las garantías, al proyecto, al tiempo de ejecución y al 
cronograma de obras, me gustaría saber si existe alguna documentación o si el Instituto Nacional de 
Colonización puede poner alguna traba a esto ya concretado. 


SEÑOR GAGGERO.- No, señor Senador. Cuando el Instituto Nacional de Colonización declara 
habilitada una fracción de una colonia, es decir que la habilita para el comercio privado, no puede 
poner condiciones. Por unanimidad de miembros del Directorio del Instituto -cinco votos en cinco- se 
declara la habilitación de esa fracción, o sea que se quita la afectación que le provoca la Ley N* 11.029; 
quiere decir que desde ese momento la fracción queda a libre disponibilidad del Derecho Privado. 


Según he sabido, se están siguiendo los trámites pertinentes en otros Ministerios aunque, en 
principio, se ha parado la ejecución de la obra. 


Es cuanto puedo responder en lo que respecta al Instituto. 


SEÑOR LAPAZ.- En las consultas con otros Ministerios, ¿no se evaluó que se estaba vendiendo una 
tierra a extranjeros? 


SEÑOR GAGGERO.- No, señor Senador. En realidad, se privilegió la inversión de una sociedad 
anónima uruguaya y por eso pedimos la autorización y la certificación correspondientes a todos los 
organismos públicos. Cabe destacar que todos estamos contestes -aquellos que estamos de acuerdo 
con la extranjerización de la tierra y los que no- en que aquí existe una gran oportunidad para 
desarrollar la logística en Uruguay y me parece que es uno de los aspectos básicos con el que todos 
los uruguayos contamos, independientemente de nuestro discernimiento político. ¡Bienvenidas sean las 
inversiones! 


Aprovecho a usar las palabras del señor Senador Lapaz porque, casualmente, la 
desembocadura del arroyo Agraciada, que constituye el margen norte de la ex fracción N* 144, hace un 
canal de acceso al puerto que le da otro valor. Realmente, esto lo aprendimos una vez que estudiamos, 
junto con el Ministerio de Transporte y Obras Públicas, la posibilidad de establecer dicho puerto, 
porque con muy poco dragado las barcazas podrían llegar hasta ahí y recargar barcos de mayor 
calado. Estos son aspectos que se van aprendiendo cuando la realidad impone la necesidad del 
estudio. 


SEÑOR VERA.- Quisiera mostrar un pequeño mapa de la colonia, donde se señala -en color naranja- 
la fracción que se vendió a Río Tinto. 


En el año 2000 se vendió, desafectada en la misma forma, pero a través de una licitación -tal 
como lo dispuso el Instituto por una resolución anterior a nosotros- un área de 330 hectáreas, que 
abarca una zona muy importante de forestación y cinco kilómetros de costa sobre el río Uruguay, 
fracción pegada a la que ocupa la estancia Ordoñana, propiedad de la Intendencia Municipal de 
Soriano, en US$ 430.500 a una empresa argentina. Con esto quiero demostrar que los precios van 
aumentando: a los pocos años, vendimos en US$ 16.000 y puede ser que, dentro de algunos años, 
una empresa venda ese mismo campo en US$ 25.000 -eso no lo sabemos- o que nunca más se 
consigan US$ 16.000 y se venda en US$ 8.000. En definitiva, los precios aumentan y, por el momento, 
nadie sabe lo que se puede vender en este país en el futuro. 


Asimismo, quiero dejar constancia en la versión taquigráfica de que este predio de 330 
hectáreas se vendió en el año 2000 por debajo de la tasación de los servicios del Instituto -que no se 
tuvo en cuenta- también desafectado y sacado de la administración de la Ley N* 11.029. 


SEÑOR LAPAZ.- Me gustaría que nos confirmaran quién vendió este predio y a quién. 


SEÑOR VERA.- La venta fue realizada por el Directorio que ejercía en el año 2000, cuyo Presidente 
era el señor Cambiaso. El predio se vendió a la sociedad anónima argentina El Pedregal S.A.; cabe 


acotar que primeramente la licitación se declaró desierta y luego esa firma ofreció quinientos dólares 
más -o sea US$ 430.500- y se le vendió el predio desafectado. 


SEÑOR LAPAZ.- La Intendencia Municipal de Soriano no tuvo nada que ver en la venta, ¿no es así? 
SEÑOR VERA.- Efectivamente, señor Senador. 


Para ubicar a quienes conocen la zona, quiero decir que se trata de una fracción aledaña a la 
Estancia Ordoñana. Es importante señalar que es un área que tiene un alto valor desde el punto de 
vista turístico. En ese momento, los servicios aconsejaron que se abriera la licitación hacia las 
empresas turísticas, ya que era decisión del Directorio vender; sin embargo, el Directorio desoyó ese 
pedido y solo apuntó hacia la explotación maderera. En definitiva, ese fue el precio que se logró en esa 
oportunidad. 


Gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Ganadería, Agricultura y Pesca agradece la presencia de los 
representantes del Directorio del Instituto Nacional de Colonización. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 15 y 46 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


